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Panamá, 12 de junio de 2024
Nota C-106-24

Honorable
Alberto Cigarruista Cortéz
Magistrado del Tribunal de Cuentas
Ciudad.

Ref.: Val¡dez del nombramiento de un empleado de manejo que fue alcanzado por un audito de la

Contraloria General de la República, al tenor del articulo 1088 del Código Fiscal.

Magiskado Cigarruista

Atendiendo la atribución constitucional consagrada en el numeral 5 del artículo 220 de la Constitución
Política de la República y lo dispuesto en el numeral 1 del articulo 6 de la Ley No.3B de 31 de julio de 2000,
"Que aprueba el Estatuto Orgánico de la Procuraduría de la Administración, regula el Procedimiento
Administrativo Generaly dicta disposlciones especla/es", se da respuesta a su Nota No,7-2024-ACC-MAG-
TC de 3 de junio de 2024, mediante la cual eleva consulta a este Despacho, en el siguiente tenor:

'El añículo 1088 del üd¡go F¡scal vigente, preceptúa lo siguiente:

'Attículo 1088. Para ser empleado o Agente de Manejo es prec¡so gozar de buena
reputación, no haber sido condenado a pena corporal por del¡tos de falsedad o contra
la propiedad, no haber s¡do caliiicado por sentencia ejecutoriada cono quebrado
fraudulento o culpable y no ser deudor noroso del lesoro.

Tanpoco puede ser empleado o Agente de Manejo quien, habiéndolo sido en otro
tiempo, resuftó alcanzado en sus cuenfas, aun cuando /os a/cances hayan s¡do
condonados o declarados prescrtos, o cuando no haya rendido sus cuenlas
opoftunanente, aunque de esa responsab¡lidad hub¡erc sido eximído.

Los nombran¡entos hechos en contravención de este añículo son nulos y cualquier
persona puede demandar su nulidad."

A mi criter¡o jutídico, quien nediante un audito ordenado y real¡zado por la Contrcloña
General de la República de Pananá, rcsuftó alcanzado, luego de haber ejerc¡do un
cargo públ¡co anterior, como enpleado de manejo, su nuevo nombran¡ento en caso
de existir en iguales condiciones, como nuevo empleado de manejo dev¡ene en nulo,
con entera ¡ndependenc¡a que d¡chos alcances hayan sido condonados o declarados
prescílos.

Valga cuest¡onarse, que acontece s¡ en la Jurisdicc¡ón de Cuentas, a dicho empleado
público de manejo no se le d¡cta en su contra sentencia de caryo, si ello y aun s¡endo
alcanzado en el audto d¡ctado por la Contraloría Generat de la Repúbt¡ca, conviefte o
no su nuevo nombramiento en acfo adm¡n¡stratívo vál¡do, tomando en cuenta que al
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empleado público de manejo lo alcanza el audito y no la sentenc¡a dictada por la
jurisdicción de cuentas.'

lnicialmente corresponde advertir que, el artículo 2 de la Ley No,38 de 31 de julio de 2000, que aprueba el
Estatuto Orgánico de la Procuraduria de la Administración, señala que sus actuac¡ones "...se extienden al
ámbito jurídico administrativo del Estado, excluyendo las funciones jurisdiccionales, tegislativas y
en general, las competencias especiales gue tengan otros organrbmos oficiales", cond¡ción que no se
configura en el caso que ocupa a esle Despacho, toda vez que lo solicitado guarda relación con el análisis
sobre la legalidad y alcance de actos administrativos material¡zados, como lo constituye el "nueyo
nombramiento recaido en favor del empleado público de manejo alcanzado anteriormente", al que hace
referencia en su escrito.

En este sentido, no le es dable a esta Procuraduría emitir un pronunciamiento de fondo, en los términos
como fue formulada la interrogante, puesto que entrar a conocer del mismo, podría implicar el rebasar los
límites impuestos en la Ley, y constituir un pronunciamiento prejudicial en torno a materias cuya competencia
corresponde exclusivamente a la Corte Suprema de Justicia, conforme lo expuesto en el artículo 206 de la
Constitución Política; no obstante, por la importancia del tema consultado, se procede a externar las
siguientes consideraciones; aclarando que estas respuestas no constituyen un pronunciamiento de fondo o
un criterio jurídico concluyente que determine una posición vinculante,

L Del principio de legalidad

El principio de legalidad se encuentra consagrado en el artículo 18 de la Constitución Política de Panamá, y
el articulo 34 de la Ley No.3B de 31 de julio de 2000, que regula el Procedimiento Administrativo General,
que a la letra enuncian:

"Attículo 18. Los partículares so/o son respo,sab/es anfe /as autor¡dades por
infracción de la Constttución o de la Ley.

Los sery/dores públlcos io son por esas mlsmas causas y famb¡én por extralimítación
de func¡ones o pot omisión en el ejercicio de éstas. "

'Artículo 34. Las actuac¡ones administrativas en fodas /as enfdades p¿ibllcas se
efectuarán con arreglo a normas de informalidad, imparcialidad, unifornidad,
economía, celeridad y ef¡cac¡a, garant¡zando la realización opoftuna de la func¡ón
adm¡nistrativa, sin menoscabo del deb¡do proceso legal, con objetividad y con apego
al principio de estricta legelided. ..."
(Lo resaltado es del Despacho)

Conforme este principio de derecho público, todos los actos administrativos deben estar sometidos a las
leyes, estableciendo así un limite a los poderes del Estado, esto es que deben ejercerse con apego a la ley
vigente y la jurisprudencia, En otras palabras, el servidor oúblico sólo ouede hacer lo que la lev le oermital

1 "... se puede conclui que la final¡dad del pinc¡p¡o de estricta tegalidad, es garant¡zat que la actuac¡ón de las autor¡dades púbt¡cas
se suiete a un conjunto de reglas y normas prev¡amente establec¡das, de forma tal que se ey,fe toda arb¡trar¡edad o abuso de
poder que pueda afectar a los adm¡n¡strados", Sentencia de 24 de septiembre de 2020 de la Sala Tercera de lo Contencioso
Administrativo y Laboral de la Corte Suprema de Justic¡a de panamá.



El reconocido jurisla argentino, Roberto José Dromi, especialista en Derecho Administrativo, sostiene que
"el principio de la legalidad es la columna ve¡tebral de la actuación administratíva y por ello puede
concebírselo como extremo al procedimiento, constituyendo simultáneamente la condición esencial para su
existencia. Agrega que el mismo se determina juridicamente por la concurrencia de cuatro condiciones que
forman su contexto: 1) delimitación de su aplicación (reserua de ley); 2) ordenación jerárqu¡ca de sujeción
de las normas a la ley; 3) determinación de selección de normas aplicables al caso en concreto , y 4) precisión
de los poderes que la norma confiere a la Administración;' (Derecho Administrativo, Argentina, libro 12 Ed,
Hispania Libros-2009, página 'l 1 1).

Es importante señalar que la Sala Tercera de lo Contencioso Administrativo y Laboral de la Corte Suprema
de Justicia de Panamá, ha externalizado por medio de su jurisprudencia, decisiones judiciales refiriéndose
al importante principio de estricta legalidad, acentuando su finalidad, Al respecto, a través de Ia Resolución
fechada 10 de julio de 2019, manifestó Io siguiente:

Asi pues, de una lecfura de /as disposlclones /egales anferiores, se puede conclu¡r que
la final¡dad del pr¡ncipio de estricla legalidad, es garant¡zar que la actuación de las
autor¡dades públicas se sujete a un conjunto de reglas y normas prev¡amente
esfablecidas, de forma tal que se evtte toda arbtrariedad o abuso de poder que puede
afectar a los admin¡strados'

Se desprende asi, con meridana claridad, que los actos administrativos que, en elejercicio de sus func¡ones,
emitan los servidores públicos, deben limitarse a lo permitido por la ley y, en estricto cumplimiento del
mandato constitucional; tal comportam¡ento, revestirá y asegurará que el acto emitido se presuma
igualmente legal.

ll, Del Principio de Debido Proceso

El debido proceso se encuentra consagrado en el artículo 32 de la Constitución Politica de la República de
Panamá, como principio fundamental para la protección de los derechos individuales, frente al ejercicio
arbitrario del poder estatal, obligando a la administración a respetar las garantías y formalidades que integran
el proceso legal, al señalar que "nadie será juzgado, sino por autoridad conpetente y conforme a lostrámites
/egales...".

En este mismo orden de ideas, el Pleno de la Corte Suprema de Justicia, en Sentencia de 4 de mayo de
2015, frente a una acción de amparo de garantías constitucionales (Exp.936-13), reconoce al debido proceso
como institución de garantía para el individuo, en Ios térm¡nos seguidamente expuestos:

' ... la garantia del debido proceso consagrada en el añiculo 32 de la Const¡tución
comprende lres derechos, a saber, el derccho a ser juzgado pot auto dad
competente; el derecho a ser juzgado conforme a los trámites lqales
pe¡linentes; y el derecho a no ser juzgado más de una vez por una m¡sma causa
penal, pol¡civa o d¡sc¡plinaria.

Es de lugar resaltar que la Convención Americana de Dercchos Humanos, ra ficada
por la Repúbl¡ca de Pananá med¡ante Ley No.15 de 28 de octubre de 1977 e
integrante del Bloque de la Constftucionalidad, desanolla en el aftículo 8, la garant¡a
del debido proceso de la s¡gu¡ente nanera:
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Artículo 8. Garantías Judiciales
"1. Toda persona tiene derecho a ser oída, con las debidas garantías y dentto de
un plazo nzonable, por un juez o tribunal competente, ¡ndependiente e inparciaL
establec¡do con anteioridad por la ley, en la sustentación de cualqu¡er acusac¡ón penal

fornulada contra ella, o para la determinac¡ón de sus derechos y obligaciones de
orden civ¡|, laboral, tiscal o de walquier otro carácter.'

En este punto también es de lugar hacer mención al procesatista IORGE FABREGA
que desfaca, en sus "/nsliluclores de Derecho Procesal Civil' que la jurisprudencia ha

llenado de contenido la garantia del debido proceso, ¡ntegrado por los derechos que

se indican a continuación:
1 . Derecho a la jur¡sd¡cctón, que consiste en el derecho a la tutela const¡tuc¡onal.
2. Derecho al Juez natural.

3. Derecho a ser o¡do.

4. Ttibunal comFtente, Nedeteminado en h ley, independiente e
imperciel.

5. Derecho a apoiar pruebas l¡cttas, relacionadas con el objeto del proceso, y de

contradecir las apoíadas por la otra parte o por el juez.

6. Facultad de hacet uso de los medios de inpugnación previstos en la ley
contra resoluciones jud¡c¡ales mot¡vadas.

7. Respeto a la cosa juzgada.

Es asi como el debido proceso está colrst tu ido por una serie de elementos diigidos g
aseoutar la efectiva o adecuada de'iensa de las oaftes en e/mlsmo. A estos e/emerfos
procesa/es se rel¡ere el Doctor Afturo Hoyos en su obra sobre el deb¡do proceso, al

indicar que:

"si se vrbla alguno de dicr¡os eremenfos de tal manen que se alecle la
posibilided de las Wrsonas de defendet e¡ectivamente sus dercchos (ya sea pü
violación del derecho a ser oido; por falta de la debída nottÍ¡cación, ausencia de
bilateral¡dad, o contrad¡cción del derecho a apoftar pruebas; de la posibilidad de hacer

uso de medio de ¡mpugnación contra resolucíones judiciales; fa¡ta total de mot¡vac¡ón

de éstas; tramitació, de procesos no regulados nediante ley: pretermis¡ón de una
¡nstancia; seguirse un trámite distinto el prcvisto en la ley -proceso nonttor¡o en
vez de uno ordinario: ejecuc¡ón de sentenc¡a en vez de proceso ejecutivo; not¡f¡cac¡ón
por edicto cuando debe serpersona/; sentenc¡a arb¡traia que, por ejenplo, desconoce
la cosa juzgada material-) ante tibunal competente, la sanción corrcspondiente
será la nulidad constitucional. (HOYOS, Añuro. El deb¡do proceso. Editorial Temis,
S.4., Sanfa Fé de Eogotá, 1995, págs.89-90)."
(Lo resaltado es del Despacho)

De lo arriba transcrito, se puede observar que la noc¡ón de debido proceso, implica el cumplimiento de
diversas garantías que resultan esenciales para que la causa arribe a una solución objetiva, tales como el
derecho de defensa y la igualdad en la ley y anle la ley (igualdad formal). Comprende elementos
concernientes a la autoridad (uez regular, competencia, imparcialidad), al procedimiento (derecho a

defensa, contradicción, etapas preestablecidas, delimitadas y concadenadas, doble instancia) y a la eficacia
(cosa juzgada), en el entendido que los mismos son susceptibles de sufrir adecuaciones en su alcance
conforme la naturaleza el negocio, puesto que abarca la amplia indole de procesos existentes. En general,
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examina toda aquella garantía que pudiera tener inc¡dencia en el desarrollo y resultado del negocio, y cuya
vulneración podria acanear causales de nulidad2.

"Artículo 36. Ningún ecto podñ em¡tirce o celebrcrce con infncción de une
norma ju dica vigente, aunque éste provenga de la misma autoridad que d¡cte o

celebre el acto respect¡vo. Ninguna autoridad podrá celebrar o emitir un acto para el
cual carezca de competenc¡a de acuerdo con la ley o los reglamentos."
(Lo resaltado es del Despacho).

"Articulo 201. Los srgulerles términos utilizados en esta Ley y sús regiamentos,

deben ser entend¡dos conforne este glosario:

31. Debdo proceso legal. Cumplin¡enlo de /os reguisilos constitucionales y
legales en mateia de Noced¡m¡ento, que ¡ncluye los presupuestos seña/ados
en el afticulo 32 de la Constitución Pol¡t¡ca: el derecho a ser juzgado
contorme a tos tránites legales (dar el derecho a audiencia o ser oido a las
parfes lnteresadas, el derecho a recurri) y el derecho a no ser juzgado nás de
una vez por la misma causa penal, pol¡civa, d¡sctpl¡nar¡a o adn¡n¡strat¡va."

(Lo resaltado es del Despacho)

Ahora bien, en el ámbito adminislrativo, los articulos 36 y 201, numeral 31, de Ia Ley N0.38 de 3'1 de julio de
2000, en su condición de lex generalis, en concordancia con el Texto Fundamental y la jurisprudencia

nacional, abordan el debido proceso como una garantia jurídica conforme la cual, ningún acto administrativo
puede realizarse en detrimento de la norma juridica, en cuanto, entre olros, a la competencia de la autor¡dad

administrativa y a los trámites realizados.

El Código Fiscal, en sus artículos 1059, 1060 y 106'1, contempla la figura de em eados de mane , que

congrega a los servidores públicos recaudadores (cobrar dineros), liquidadores (reconocer créditos a favor
del Estadol y pagadores oficiales (enfregat a los acreedores del Iesoro Nacional /os drneros que se
adeudenl, y de aqentes de maneio¿ (aquellos que no desempeñan un cargo en el Estado y están legalmente
autorizados para recaudar o pagar dineros de/ Iesoro Nacional).

Los articulos 1089 y 1090 ibidem establecen la rendición de cuentas para los empleados o agentes de
mane.io y su responsabil¡dad frente a los fondos del Tesoro Nacional, que estén bajo su cuidado, custodia o
control, y de todas las oérdidas oue ocurran a causa de su neoliqencia o uso ileqal de tales fondos.

En el articulo '1088 del Código Fiscal, conslan las condiciones que deben cumplir los aspirantes a empleado
o agente de manejo, a saber:. Gozar de buena reputación;. No haber sido condenado a pena corporal por delitos de falsedad o contra la propiedad;. No haber sido califlcado por sentencia ejecutoriada como quebrado fraudulento o culpable;

2 
" Ha dicho ese Tibunal que Debido Proceso 'es el derccho que t¡enen todas los habitantes de la Repúbl:tca a que se apl¡quen las

leyes de proced¡miento correspond¡entes y anforme a éstas se les binde Ia opodunídad de defensa y contradlcclón". Auto de 29
de octubre de 1984 del Pleno de la Corte Suprema de Justicia de Panamá.
3 Cfr. a(iculo 2 de la Ley N0.67 de 14 de noviembre de 2008,'Que desanolla la Juisd¡cc¡ón de Cuentas y reforma la Ley 32 de
1984, Oryán¡ca de la Contralor¡a Generalde la Repúbl¡ca.. Gaceta Ofc¡al N0.26169 de 20 de noviembre de 2008.
a lb¡dem.

lll. Del Código Fiscal.
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No ser deudor moroso del Tesoro; y,

En el caso de quienes hubieran sido empleado o agente de manejo en otro tiempo, no haber resultado
lcanzados en sus cuentas aun cuando los alcances hayan sido condonados o declarados prescritos,

o cuando no haya rendido sus cuentas oportunamente, aunque de esa responsabilidad hubiera sido
eximido.

condonación v orescÍ ón. disoensen el irreoular maneio de los fondos bienes estatales surtido.

El último párrafo del articu lo '1088, avisa que "bs nombramientos hechos en de este añiculo
son nulos v cualouEt ouede demandar su nulrdad'. instau rando asi . oor su orooia virtud, la omisión
de los reo uisitos indicados como causal de nulidad cuvo examen es comDetencia de la Corte Suorema de
Justicia. conforme ordena el artículo 206 de la Constitución Política.

No obstante, es dable entender que la norma refiere la existencia de reparos "en firme", que han cursado
los trámites de ley, en respeto a los derechos y garantias fundamentales, y no así a aquellos reparos
desestimados en las diversas jurisdicciones aplicables, puesto que de otra manera se eslaría sancionado a
quien fue liberado de responsabilidad.

De esta manera damos respuesta a su solicitud, reiterando que la opinión aqui vertida, no constituye un
pronunciamiento de fondo, o un criterio concluyente que determine una posición vinculante, en cuanto a lo
consultado.

Atentamente,

G ez negro
Procurador de la Admtnistración

RGN4/drc

c-095-24

5 De conformidad con el Diccionar¡o de la Real Academ¡a Española es: 
-Fallo, 

escaso o neces¡tado. S¡n.: necesitado, falto,
escaso, desproyisfo.- httpsr/dle.rae.es/alcanzado?m=form
6 Cfr. a(¡culo 1, numerales 'l y 2 del articu¡o 3, y articulo 37 de la Ley N0.67 2008.
7 Cfr. numeral2 del artículo 11 de la Ley N0.32 de 8 de nov¡embre de 1984,'Por ¡a cual se adopta la Ley Orgánica de la Contraloria
General de la República". Gaceta Oficial N0.20'188 de 20 de noviembre de 1984.
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Se observa, en esta última característica, que el Código Fiscal expresamente proscribe de ejercer como
empleado o agente de manejo a quien " resuftó alcanzado en sus cuenfas", esto es que se le haya formulado
reparoso respecto a los fondos o bienes del Estado a su cargo o custodia, por parte de la Contraloria General
de la República7, durante un previo desempeño como empleado o agente de manejo, Frente tales
circunstancias, la leolslación no consiente que instituciones iurídicas con efectos liberatorios, como


